Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 19 minutos) 


La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir al Director Ejecutivo de la Asociación de 
Bancos Privados del Uruguay, economista Julio de Brun, que ha solicitado una audiencia con el 
propósito de opinar sobre el proyecto de Bases de Datos de Consulta Pública. 


Nuevamente le damos la bienvenida y le concedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR DE BRUN.- Nuestra idea es manifestar algunas preocupaciones que nos genera este 
proyecto de ley, que nos parece que son subsanables. 


No estamos en contra del espíritu de la iniciativa; creemos que la protección del uso de la 
información que se proporciona sobre las personas es un valor que sin duda hay que preservar. Pero, 
por otro lado, también debemos recordar que el uso de esta base de datos es un instrumento útil, y a 
veces el único disponible, para poder otorgar créditos de una manera que no implique una penalización 
excesiva a quienes son buenos pagadores. O sea, estamos hablando de la posibilidad de tener algún 
instrumento que permita estadísticamente generar modelos que segregan o discriminan entre 
potenciales buenos pagadores y potenciales deudores con problemas, permite establecer franjas 
distintas de intereses y otros costos financieros que, en última instancia, contribuyen a una mayor 
eficiencia del mercado de crédito. 


En ese sentido, entonces, puede haber algunas modificaciones aquí que afecten la validez, 
incluso desde el punto de vista estadístico, del uso de este instrumento de base de datos como 
mecanismo de información para el otorgamiento de créditos, lo cual, finalmente, termina generando un 
efecto no deseado: encarecer el crédito para quienes habitualmente son buenos pagadores. Por lo 
tanto, creo que esto es algo que la iniciativa debería evitar. 


En los dos primeros artículos se establece la obligación de notificar a la persona física cuyo 
nombre se va a incluir en la base de datos, haciendo referencia a que ha incumplido algún tipo de 
obligación. Entiendo la motivación de estas disposiciones porque son numerosas las historias —a uno 
mismo o a algún familiar le ha pasado- de personas que se prestan como fiadoras de alguien y que, 
sin comerla ni beberla y sin previo aviso, se encuentran con que están en el Clearing, no por haber 
incumplido una obligación propia, sino por haber sido fiador de una obligación de terceros. Si bien ese 
es un elemento negativo que debería corregirse de alguna manera, quiero señalar que desde el punto 
de vista de los bancos es de estilo notificar al deudor que está en una situación de incumplimiento y 
que, si en un plazo equis no la regulariza, su información será enviada a una base de datos, a un buró 
de crédito. Esto es lo que habitualmente hacen los bancos, pero no sé cómo proceden otros 
acreedores. 


A nuestro modo de ver, aquí el proyecto de ley plantea un problema en cuanto a quién es el 
obligado a informar, porque los burós de créditos simplemente reciben la información de los acreedores 
para incluirla en la base de datos, pero no siempre tienen la disponibilidad y la información como para 
contactar al deudor y notificarlo de que será incorporado allí. Habitualmente, esta información está en 
manos del acreedor y, por lo tanto, para ellos es mucho más fácil gestionarla. Reitero que 
habitualmente los bancos lo hacen y recién una vez que el deudor no toma ninguna acción frente a la 
notificación, envían la información a la base de datos. 


Entonces, una posible modificación sería que la obligación de notificar no quede en manos del 
buró de crédito —que simplemente administra la propiedad de la base de datos— sino del acreedor, de 
la misma forma en que lo hacen los bancos en forma genérica antes de enviar la información a la base 
de datos. 


Asimismo, quiero señalar —esta es una preocupación más que se presenta desde el punto de 
vista operativo—- que no me queda del todo claro cuál es el procedimiento de notificación que prevé el 
proyecto de ley. En el caso, por ejemplo, de los estados de cuenta de una tarjeta de crédito, los 


bancos utilizan diversos mecanismos para notificar a los deudores: les dicen directamente al titular que 
ha incurrido en atraso y que debe concurrir a las oficinas de la institución, se les hace un seguimiento a 
través de llamadas telefónicas, se les envía un correo electrónico o un mensaje de texto. Es decir que 
el procedimiento para avisarle al deudor es bastante amplio y flexible, ya que se utilizan todos los 
mecanismos que habitualmente la tecnología permite. 


Reitero que no me queda claro si en la redacción del artículo 1% este procedimiento queda 
restringido, ya que aquí se habla de notificación por escrito. En principio, se estaría eliminando un 
procedimiento que hoy es habitual, de bajo costo y muy efectivo: la llamada telefónica. 


Por otra parte, aquí se dice que la notificación se hará en el domicilio constituido o en el 
domicilio real, pero por escrito, con lo cual no podrá hacerse por correo electrónico ni por mensaje de 
texto. Da la sensación, pues, de que el proyecto de ley prevé que la notificación sea especificamente a 
través de una carta en el domicilio. Concretamente, el artículo dice: “La notificación deberá realizarse 
con una anticipación de por lo menos diez días hábiles, incluirá el contenido de la información a 
registrar y será practicada por escrito en el domicilio constituido al entablarse la relación obligacional 
correspondiente. De no existir domicilio constituido la notificación deberá practicarse en el domicilio 
real.” El hecho de que la notificación se realice por escrito y en el domicilio da la sensación de que 
descarta otras posibilidades tecnológicas que hoy existen y que se utilizan frecuentemente, por lo 
menos, por parte de los bancos. 


Tampoco me queda claro si la ley deja una puerta abierta ante esta situación ya que es 
realmente llamativa —invito a los señores Senadores para que hablen con algún funcionario del área de 
operaciones de cualquier institución— la cantidad de clientes de bancos que no cumplen con lo que 
habitualmente es un obligación para con la institución: la notificación de cambios de domicilio o de 
teléfonos. Realmente, es significativo la cantidad de estados de cuenta rechazados que reciben los 
bancos debido a que la persona ya no vive en el domicilio que en su momento declaró en la institución, 
cuando en realidad contractualmente es su obligación comunicar su nueva dirección, teléfono o 
cualquier modificación en ese sentido. Si las personas que tienen un depósito en un banco no avisan 
de un cambio de domicilio o de teléfono, imagínense ustedes que tampoco lo hará un deudor que está 
mucho menos incentivado para hacerlo. 


Es posible, entonces, que se produzca —utilizando una palabra que está de moda— una falta 
de conectividad entre el deudor y el acreedor debido a que el deudor no notificó el cambio de domicilio 
o de teléfono. ¿Qué ocurre en este caso? Cuando los bancos le encargan a alguien que haga las 
gestiones de cobro —he tenido oportunidad de entrevistarme con alguno de ellos— tienen que hacer 
una serie de peripecias para encontrar a algunos deudores, que son dignas de las mejores novelas de 
serie negra. El seguimiento que se debe realizar para ubicar a alguien que cambia su domicilio o, si 
son personas jurídicas, que cambian su razón social, sus domicilios y teléfonos, es un proceso que 
muchas veces no es sencillo. Entonces, pregunto: si uno notifica —como dice el proyecto de ley- en el 
domicilio constituido al entablar la relación obligacional correspondiente —ya sea que se trate del 
domicilio o del teléfono— y nadie contesta porque la persona o empresa no está más allí, ¿qué ocurre? 

De todas maneras, se la da por notificada, y entonces se la puede incluir en la base de datos, o 
directamente no se la incluye. Quiere decir que esa situación deja un margen de dudas que sería 
bueno aclarar en el proyecto de ley. 


Otras cuestiones que nos generaban alguna preocupación tienen que ver con los artículos 4 
y siguientes. El artículo 4% establece en una parte de su segundo inciso: “Los datos personales 
relativos a obligaciones de carácter comercial de personas físicas solo podrán estar registrados por un 
plazo de tres años contados desde su incorporación. En caso de que al vencimiento de dicho plazo la 
obligación permanezca incumplida, el acreedor podrá solicitar al responsable de la base de datos, por 
única vez, su nuevo registro por otros dos años.” De esta forma, se establece un máximo de cinco años 
para registrar la historia de eventuales incumplimientos crediticios. Hoy por hoy, la práctica habitual es 
mantener esa información por cinco años y, eventualmente, se puede extender cinco años más, con lo 
cual se cubriría un período de diez años. 


Obviamente, no hay relaciones matemáticas precisas que permitan establecer qué período 
de tiempo es el más apropiado. La Central de Riesgos del Banco Central conserva la información 
durante quince años. Creo que el criterio orientador en este sentido debería ser que la historia crediticia 
de una persona recorriera por lo menos todo un ciclo económico: el alza y la baja de la actividad, o 


viceversa. De esa manera se podría tener una historia del comportamiento crediticio de una persona en 
momentos en que la economía estuviera bien y en momentos en que estuviera mal. Así, uno puede 
tener un elemento de discriminación apropiado a la hora de examinar el comportamiento de un deudor 
ante distintas situaciones o avatares de la economía. Sin ir más lejos, con los criterios actuales, este 
año están cayendo de la base de datos de los burós de crédito que actualmente operan en el Uruguay, 
todos los deudores que incumplieron sus créditos con empresas financieras y demás en el año 2002, 
que fue el último año de más aguda recesión en la economía uruguaya. 


Entiendo la postura que inspira el proyecto de ley, en el sentido de no prolongar demasiado 
en el tiempo una situación que eventualmente puede mancillar o considerarse que perjudica el 
desenvolvimiento de una persona en la sociedad, pero acortar el plazo en exceso puede generar el 
problema de que la información deje de tener importancia. Si uno mira este último período de cinco 
años, que es un período de prosperidad en la economía —es un período relativamente corto; si uno 
observa los ciclos económicos del Uruguay en las últimas dos o tres décadas, advierte que por lo 
general el ciclo completo lleva unos diez años— advierte que realmente se trata de años de muy baja 
morosidad y muy buen cumplimiento. Por lo tanto, cuando uno mira la base de datos dice: “¡Ah! hay 
muy poca gente que incumple sus deudas”. Pero si tomamos esos cinco años comprendiendo el 2007, 
la información de la base de datos nos muestra que está llena de gente que incumple porque, 
precisamente, estamos tomando cinco años muy malos. Tener un período entre ocho, nueve o diez 
años —no digo que tenga que ser superior, pero tampoco menor— por lo menos permite distinguir que 
en ese lapso hubo años malos y años buenos, y uno puede relacionar y decir: “¡Ah!, mirá, aquí hubo un 
incumplimiento pero en un año de recesión, donde todo el mundo incumplía”. Entonces, a la hora de 
conceder un crédito eso se toma en cuenta. No es lo mismo que alguien haya incumplido un crédito en 
2002 a que lo hiciera en 2011, pues en el año 2002 todo el mundo o la gran mayoría de los deudores 
incumplían sus créditos. En el año 2011 realmente eran muy pocos los que lo hacían, por lo que ahí 
estarían implicados otro tipo de problemas. 


Realmente, nuestra sugerencia es mantener un plazo, que no decimos que sea el actual de 
diez años pero que, dada la historia de los ciclos en el Uruguay, no debería ser menor de ocho años. 
Ahí nos deberíamos manejar con prudencia para que siga siendo válida y de alguna manera 
estadísticamente relevante la información de la base de datos de créditos. 


Después, tenemos el artículo 5%, que señala un aspecto que también nos preocupa. Dice así 
el segundo inciso: “Cuando una obligación incumplida registrada en una base de datos sea extinguida 
por cualquier medio, el acreedor deberá en un plazo máximo de cinco años hábiles de acontecido el 
hecho, comunicarlo al responsable de la base de datos correspondiente. Una vez recibida la 
comunicación, este dispondrá de un plazo máximo de tres días hábiles para proceder a la cancelación 
de la inscripción”. Esto implica que si alguien pagó con atraso, contrariamente a lo que hoy señala la 
información que se obtiene de la base de datos, va a aparecer que nunca incumplió, mientras que 
cuando hoy se solicita información sobre una persona, aparece que cumplió con atraso. Desde el punto 
de vista del análisis del comportamiento de los deudores, es realmente un dato relevante. Los señores 
Senadores saben que cuando los bancos hacen procedimientos de créditos masivos a núcleos 
importantes de una población equis -donde no se hace un estudio de persona a persona, sino que lo 
que se identifica son las características generales de esa población y en base a eso se asignan los 
créditos—- a la hora de determinar qué variables son importantes a los efectos de estudiar su 
comportamiento como deudor, la diferencia entre que una persona haya cumplido siempre o que haya 
cumplido pero con atrasos, es estadísticamente relevante y normalmente genera costos. La posibilidad 
de tener que gestionar el cobro de esos créditos lleva a que haya que incorporar ese costo potencial en 
la tasa de interés y esto termina generando una situación similar a la que los textos de economía 
muchas veces plantean con el ejemplo de los autos usados. Hay dos autos usados del mismo año y 
del mismo modelo: uno está en buenas condiciones y el otro aparentemente también, pero tiene vicios 
ocultos. El precio del auto que está en buen estado es de US$ 10.000, mientras que al otro hay que 
ponerle US$ 4.000 para dejarlo en condiciones, con lo cual si se tuviera buena información, el auto 
que está en buen estado debería venderse a US$ 10.000 y el otro a US$ 6.000. Pero si no se cuenta 
con la información de cuál es el auto que está bien — y hay un 50% de probabilidad de que sea uno u 
otro— lo que termina ocurriendo en equilibrio es que el precio de venta de los dos autos es US$ 8.000. 
Como no sé si voy a encontrar el auto que está bien o el que está mal, penalizo al que lo tenía en buen 
estado pagándole menos de lo que el auto vale y beneficio al que lo tenía en mal estado dándole más 
de lo que el auto vale, justamente por el riesgo de no poder discriminar entre ambos. En el mercado de 
crédito ocurre lo mismo: si no se puede discriminar entre la persona que consuetudinariamente es 
buena pagadora sin atrasos y la que paga pero previamente hay que gestionar el cobro, esto hace que 
se tenga que tratar a toda la población de la misma manera, cobrándole una tasa de interés más alta a 


los que habitualmente son buenos pagadores debido a que no se pudo tener elementos para distinguir 
qué tipo de comportamiento tenía en su historia crediticia. 


Con esto quiero aclararles a los señores Senadores integrantes de la Comisión que el uso 
que normalmente se hace de esta información —estoy hablando de los acreedores bancarios— es 
sumamente prudente. No es lo mismo que a alguien que fue multado por la Intendencia de Canelones 
por una infracción de tránsito lo envíen al Clearing porque no sabía que lo habían multado, o lo que 
fuera, y a los tres días va y paga —en cuyo caso el analista del crédito de un banco va a decir que, por 
ejemplo, el 20 de noviembre le avisaron que lo incluyeron en el Clearing y el 23 de noviembre pagó, lo 
que lo descarta como un elemento negativo a la hora de otorgar el crédito- que la persona que se 
atrasó en el pago de la hipoteca y dos años más tarde pagó, luego de varias gestiones. Estas 
situaciones son totalmente distintas y eventualmente, a la hora de otorgar un crédito, reciben un 
tratamiento diferente. 


Por lo tanto, el contar con esta información le permite a quien da crédito distinguir entre los 
que habitualmente son buenos o malos pagadores. A su vez, el hacer desaparecer esa información les 
quita validez a las bases de datos como instrumento para facilitar y mejorar las condiciones para 
otorgar los créditos. 


El artículo 6% —seguramente por algún problema de desconocimiento personal- me genera 
algún problema de interpretación y considero que eventualmente puede tener consecuencias negativas 
en el comportamiento de algunos deudores. Esa disposición dice: “Los acreedores públicos no podrán 
solicitar el registro en bases de datos privadas, de información que corresponda a deudas originadas 
en el ejercicio de su potestad sancionatoria, ni derivadas del incumplimiento en el pago de servicios 
prestados por la Administración, salvo que haya recaído resolución jurisdiccional con autoridad de cosa 
juzgada que condene al deudor a su pago”. Me queda claro lo relativo a la potestad sancionatoria, pero 
no lo que tiene que ver con el pago de servicios prestados por la Administración. No sé a qué se refiere 
con “Administración”: si es lo que en Derecho Público habitualmente se considera la Administración 
Central o son la Administración Central y los Gobiernos Departamentales. Tampoco comprendo si 
cuando habla de “públicos” lo dice en un sentido amplio y eventualmente también incluye el dominio 
comercial e industrial del Estado. 


Por lo tanto, la primera duda que esta norma me genera es el ámbito de aplicación que se 
busca. Creo que queda claro que una multa de la Dirección General Impositiva no debería estar 
incluida aquí, porque entra en el concepto de Administración; pero no sé si una multa de tránsito o por 
no pago de la Contribución Inmobiliaria lo está, porque tampoco sé si las Intendencias entran o no. En 
la exposición de motivos, el señor Senador Gallinal habla de tributos en sentido amplio, incluyendo no 
solamente impuestos sino también tasas y contribuciones. Aparentemente no estarían incluidos en esta 
disposición los precios por servicios ofrecidos por el Estado, ya sea dentro de la Administración o por 
empresas públicas. De todas maneras, me parece que, desde el punto de vista formal, el artículo 
merecería alguna aclaración. A mi juicio, queda un poco más claro cuando uno lee la exposición de 
motivos que cuando lee expresamente el texto tal como está redactado. 


Aclarado lo anterior, quiero advertir a los miembros de la Comisión sobre algo que 
personalmente me tocó vivir. No hay que subestimar la capacidad de los deudores de arbitrar entre 
marcos regulatorios distintos. En ese sentido, la creatividad va mucho más allá de lo que uno a priori 
imagina. 


Hay una vieja frase de los supervisores bancarios en el sentido de que todo sistema bancario 
necesita, además de los bancos vivos, los bancos bobos, que son los que les prestan a los deudores a 
los cuales los bancos vivos dejaron de prestarles, para que puedan cancelar sus deudas con estos. 
Cuando antes del año 2002 uno examinaba el comportamiento de los deudores en el sistema bancario, 
como había bancos que eran más activos en la percepción de los morosos que otros, algunos 
deudores eran categoría 5 en ciertos bancos a los que no les pagaban porque no tenían demasiada 
acción persecutoria sobre ellos y concentraban su capacidad de pago en aquellos que sí les hacían 
problemas cuando no pagaban. En consecuencia, uno encontraba que la misma persona o empresa 
tenía líneas de crédito vigentes, al día y con bajas tasas de interés en el banco A y estaban en 
categoría 5 en otro que no la perseguía de la misma manera. Eso se hizo aún más evidente cuando se 
suspendió la actividad de algunos bancos que eventualmente después pasaron al proceso de 
liquidación. Existió la posibilidad cierta de que los deudores de esos bancos dejaran de pagar allí — 


con perjuicio de los depositantes y eventualmente del Estado que era acreedor de ellos— para seguir al 
día con los bancos que estaban en funcionamiento. 


Por eso, en aquel momento, el Banco Central tuvo que introducir una norma por la cual se 
hacía un comportamiento de arrastre; de esa forma, si la persona era categoría 5 en un banco no 
podía ser más de categoría 3 en todo el resto del sistema. Eso inmediatamente generó la necesidad 
de que los deudores de los bancos que estaban en una situación problemática tuvieran que salir a 
negociar y pagar sus deudas de alguna manera, porque si no se quedaban sin crédito en todo el 
sistema. 


Entonces, si bien en comparación con esto el ejemplo es relativamente menor, no por eso 
debemos despreciar la posibilidad de que se generen nichos en lo que es la información sobre el 
comportamiento de pago de los deudores y que, de alguna manera, induzca a decir que “estas deudas 
no las pago porque, total, no me van a incluir en una base de datos de incumplimiento y el dinero que 
tengo lo utilizo para pagar otras que sí, eventualmente, pueden generarme problemas de información 
crediticia”. La pintura completa de la persona desde el punto de vista de su capacidad de pago queda, 
pues, incompleta, porque aparece como que está al día con sus obligaciones pero, en realidad, no está 
pagando algunas cosas que, por estar fuera de la información que se incluye en la base de 
datos, simplemente no se la registra. 


Para que estas bases de datos sean lo más eficaces posibles como instrumento de crédito, 
tienen que ser —en la medida de lo posible—- absolutamente comprensivas de todas las obligaciones 
que tiene la persona. Por eso, por lo general, quienes administran estos libros de créditos han ido 
progresivamente tratando de incorporar más empresas, a fin de tener una pintura de la situación 
crediticia de las personas lo más completa posible. 


Simplemente, como aviso al final —y termino de quitarles el tiempo— digo que los bancos 
están trabajando con los libros de crédito —es un proceso al que no todos los bancos se han 
incorporado, pero gradualmente algunos lo han hecho y seguramente en los próximos años todos 
estarán incorporados, así como también lo harán otras empresas que dan crédito— para no solo tener 
una base de datos negativa de incumplimiento, como habitualmente se llama, sino también para 
comenzar a tener una base de datos positiva de cumplimiento de las personas. Cuando se pide 
información a un libro de créditos, no solamente se da información de que Fulano de Tal no pagó o lo 
hizo con atraso, sino que eventualmente se tiene información de que ha recibido crédito y lo pagó en 
fecha y de manera apropiada. Este también es un elemento desde el punto de vista de quienes dan 
créditos, en particular los bancos, sumamente útil a los efectos de evaluar la capacidad de pago y el 
comportamiento crediticio de una persona. 


Entonces, en el contexto de que está en formación una base de datos positiva, generar 
huecos en la información de la base de datos negativa, de vuelta genera un problema en el uso del 
instrumento de una manera más apropiada para dar crédito en la forma más eficiente. 


Estos son los comentarios y agradezco al señor Presidente la oportunidad de haber podido 
compartir ideas con ustedes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al economista de Brun por haber comparecido en la 
Comisión y seguramente nos veremos en otra oportunidad, porque tenemos muchos temas en común. 


(Se retira de Sala el Director Ejecutivo de la Asociación de Bancos Privados del Uruguay, economista 
Julio de Brun) 


(Ingresan a Sala representantes de los Ministerios de Economía y Finanzas y de Educación y Cultura y 
la Directora General de Registros) 


La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a los representantes del Ministerio de 
Economía y Finanzas, Director de la Auditoría Interna de la Nación contador Hugo Pose, y del 
Ministerio de Educación y Cultura, Director de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales señor 
Pablo Maquiera, y a la ya conocida de esta Casa, Directora General de Registros, escribana Claudia 
Palacio, a quienes les agradecemos mucho por responder a la invitación que les formuláramos para 


que brinden su opinión sobre el proyecto de ley del Poder Ejecutivo —en acuerdo del Presidente de la 
República con los Ministerios de Economía y Finanzas y de Educación y Cultura, a los que ustedes 
representan-— por el que se deroga el artículo 288 de la Ley N* 16.060 sobre sociedades comerciales. 


Sin más, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR POSE.- Como figura en el repartido que está en poder de los señores Senadores, se trata de 
una iniciativa de la Comisión Permanente de Normas Contables Adecuadas que preside la Auditoría 
Interna de la Nación, representada por un funcionario técnico. 


Este es un tema que ha estado en discusión en esa Comisión Permanente de Normas 
Contables Adecuadas durante mucho tiempo, particularmente en lo que hace a su aplicabilidad desde 
el punto de vista práctico. En el año 2009 se le dio una nueva redacción a través del artículo 124 de la 
Ley N* 18.627, llamada de Mercado de Valores. 


La solicitud concreta de la derogación del artículo es porque el fin con que se lo creó no se 
ha cumplido en la práctica y, además, entendemos que atenta contra la libre disponibilidad de las 
reservas. Por su parte, la introducción del tema del ajuste al patrimonio como una obligación de 
capitalizar en determinadas circunstancias, ha complicado la práctica contable; de hecho —por decirlo 
de alguna manera- se cae en una situación en la cual todos los ajustes se llevan a resultados 
acumulados para evitar la capitalización de las reservas como también de los ajustes al patrimonio. 


Con la sanción de la Ley de Mercado de Valores se pretendía dar más fluidez a la operativa 
bursátil, pero ese objetivo no se ha logrado porque la mayoría de las sociedades anónimas en el 
Uruguay son cerradas. Debemos tener entre 25 y 30 sociedades que cotizan acciones en Bolsa; y las 
que recurren al ahorro público, tampoco son una cifra importante. 


Entonces, los motivos básicamente son desde el punto de vista técnico. Existen opiniones en 
el mismo sentido, no solamente de la Comisión Permanente de Normas Contables Adecuadas, sino 
también de distintos actores académicos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MAQUIERA.- El aporte que podemos agregar al debate de este proyecto de ley desde el 
Ministerio de Educación y Cultura hace referencia a su incidencia en la Dirección General de Registros. 
No hacemos mención al aspecto sustantivo de la propuesta, sino a la incidencia que ha tenido o puede 
llegar a tener la derogación de esta norma en el Registro. Tal vez podemos ilustrarlos en cuanto a la 
aplicación de esta disposición. 


SEÑORA PALACIO.- Los datos relevantes que tenemos corresponden a los números de inscripciones 
de las sociedades anónimas. Salvo las modificaciones que tienen que ver con el cambio de nombre o 
con el tipo de acciones, el resto están integradas en las bases de datos con el mismo número. En 
2010 hubo 1229 modificaciones; en 2011, 1435 y al cierre del mes anterior, 908. Esto se traduce en 
que todas estas modificaciones no han tenido un impacto demasiado significativo en la actividad del 
Registro Público de Comercio. 


Los controles que se realizan para la inscripción de este tipo de modificaciones están 
asociados a los fiscales y, además del testimonio con exhibición del acta que contiene la modificación, 
se solicita el certificado de la Dirección General Impositiva, del Banco de Previsión Social y la 
constancia del Banco de Seguros del Estado respecto de los empleados dependientes de esa sociedad 
anónima. 


Estos son todos los datos que tenemos para aportar a la Comisión que, creemos, facilitarán 
el análisis del proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El aporte de nuestros invitados ha sido claro, preciso y concreto. 


La Comisión de Hacienda les agradece la presencia y a la brevedad les haremos llegar las 
novedades sobre este proyecto de ley. 


(Se retiran de Sala el contador Hugo Pose, el señor Pablo Maquiera y 
la escribana Claudia Palacio.) 


Se pasa a considerar el proyecto de ley de Sociedades Comerciales, que corresponde a la 
Carpeta N* 767/2011. 


Si no se hace uso de la palabra, se va votar. 

(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Hay que designar Miembro Informante. 
SEÑOR MICHELINI.- Propongo al señor Senador Tajam. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 5. Afirmativa. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 11y 5 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


